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INTRODUCCIÓN

Un sin número de derechos están relacionados con la seguridad de los periodistas, pero centralmente es el derecho a la libertad de expresión. Este derecho, está garantizado en instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos y no ahondaré en todos ellos. Baste mencionar el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos establece que: 

Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión

Sobre este derecho quisiera resaltar dos características. La obligación negativa del Estado de no interferir  para ser libres en el ejercicio de la libertad de expresión, y el  aspecto positivo por el cual los Estados deben tomar medidas positivas para asegurar su respeto. Así se han pronunciado los mandatos especiales sobre la libertad de expresión en una declaración conjunta publicada en 2000:


Los Estados tienen la obligación de tomar las medidas adecuadas para terminar con el entorno de impunidad, y tales medidas deben incluir el destinar suficientes recursos y prestar atención para prevenir ataques contra periodistas y otros que ejercen la libertad de expresión investigando tales ataques cuando ocurren, llevando a los responsables a la justicia y compensando a las víctimas. 

El Estado mexicano tiene la responsabilidad de garantizar en su totalidad el ejercicio pleno de los derechos humanos, es obligación del Estado mexicano de prevenir, investigar y castigar todas las violaciones a los derechos humanos dentro del territorio nacional
. El incumplimiento de esta obligación respecto del ejercicio de la libertad de expresión a través de los ataques en contra de periodistas y medios de comunicación, contribuye a la conformación de una peligrosa espiral de violencia, impunidad y autocensura que termina afectando el sistema democrático de México al impedir un ambiente en el que las ideas e información estén aseguradas para la población.
Con base en ello y en el alarmante número de ataques en contra de la libertad de expresión, así como en la impunidad que prevalece sobre sus casos, celebramos que este foro sobre la federalización de los delitos contra periodistas tenga lugar. 

FUNCIÓN SOCIAL DE LAS Y LOS PERIODISTAS

Para poder entrar al análisis de quién es periodista debemos partir del reconocimiento de la función social que cumplen las y los periodistas. 

El derecho a la información es reconocido como una de las manifestaciones de la libertad de expresión y así lo reconoció la Asamblea General de las Naciones Unidas: como un derecho humano fundamental y la piedra angular de todas las libertades a las que están consagradas las Naciones Unidas
.  
Es así que los ataques contra periodistas no sólo atentan contra el individuo afectado sino que atentan contra otros derechos de la sociedad. Los ataques contra periodistas no sólo significan ataques hacia un individuo, sino un intento para negar todo el acceso público a cierta información. De ahí la importancia del respeto de la libertad de expresión,  medio natural de las y los periodistas y comunicadores para ejercer su función, buscar, transmitir y difundir ideas, opiniones e informaciones. 

Ello no significa que las y los periodistas tienen un derecho especial para difundir ideas e informaciones, toda persona lo tiene, es el papel clave que juegan en el asegurar el derecho de todos a recibir información el que hace que puedan reconocerse ciertas protecciones para ellas y ellos. En general la ley internacional no les brinda protecciones especiales, sólo en ciertas excepciones se reconoce una protección especial, como lo es el derecho de las y los periodistas para proteger la confidencialidad de sus fuentes de información.  

QUÉ ELEMENTOS DEBEN CONSIDERARSE AL MOMENTO DE LEGISLAR EN MATERIA DE PERIODISMO
En la experiencia internacional, ARTICLE 19 nota que de manera frecuente las leyes sobre prensa son vehículos por los que los gobiernos intentan o en efecto, sobre regulan y controlan de manera inapropiada e inadmisible las disposiciones internacionales sobre la libertad de expresión. 
Los Estados pueden regular los medios de comunicación masiva, facultad de deriva de la obligación de los estados de asegurar que los ciudadanos tengan acceso a fuentes de información diversas y confiables. En este sentido, definir que se entiende por periodista, por ejemplo en caso de que se tenga que distinguir entre un editor o editoriales se considera legítimo. Por el contrario, ARTICLE 19 considera ilegítimo si el definir quién es periodista está relacionado con restringir el acceso a la profesión –mediante la colegiación obligatoria o registro-.  
Por lo tanto al legislar sobre la prensa o generar disposiciones relativas al ejercicio periodístico, debemos ser cautelosos con aquellas disposiciones que:

· Puedan desorientar o dar la impresión de ser apropiadas para tratar a la prensa o a las y los periodistas de manera distinta que al resto de los ciudadanos. Los instrumentos de derechos humanos y en el caso particular de México, la Constitución Política reconocen el derecho de la libertad de expresión a toda persona sin distinción. 
· Definiciones de periodista pueden existir en países donde la legislación les requiere la colegiación obligatoria. En algunos países las personas son requeridas para obtener un permiso oficial previo a comenzar a trabajar como periodista. En otros países, como el caso de Honduras, las personas son obligados a integrarse como miembros de ciertas organizaciones de profesionales para ser considerados periodistas y estas organizaciones pueden incluso negar el acceso. En algunos países, solo se puede ser periodista en caso de tener cierta edad (ejemplo de Irán), poseer cierto grado académico, como lo establece Chile,  o no tener antecedentes penales. En todos estos casos, los estándares de la libertad de expresión son violados. En su Opinión Consultiva OC5-85, la Corte Interamericana estableció que la ley sobre la colegiación obligatoria (de Costa Rica) no es compatible con la Convención Americana sobre Derechos Humanos al impedir el ejercicio del periodismo a quienes no sean miembros del colegio o que se limite el acceso a los graduados. 
· Debemos se cautelosos igualmente con las disposiciones que directa o indirectamente restrinjan la libertad de expresión. Para prevenir tales restricciones, es importante la intención del legislador, en el caso que nos ocupa la protección, y prever el impacto de la legislación propuesta. La libertad de expresión será respetada y protegida solo si la intención y el impacto/efecto de las normas no menoscaben directa o indirectamente este derecho. Las restricciones a la libertad de expresión están claramente dispuestas en los mismos instrumentos internacionales y ninguna establece que éstas deban o puedan aplicarse de manera exclusiva a la prensa o a las y los periodistas o comunicadores. 
El DEBATE EN TORNO A UNA DEFINICIÓN: DISTINCIÓN ENTRE UNA COLEGIACIÓN Y UNA PROFESIÓN O LABOR
Como lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos "el periodismo es la manifestación primaria y principal de la libertad de expresión del pensamiento y, por esa razón, no puede concebirse meramente como la prestación de un servicio al publico a través de la aplicación de unos conocimiento de capacitación adquiridos en una universidad o por quienes están inscritos en un determinado colegio profesional, como podría suceder con otras profesiones, pues está vinculado con la libertad de expresión, que es inherente a todo ser humano."

Al momento de evaluar la procedencia o no de definir quién es periodista, se deberán realizar las siguientes consideraciones:

1. Definir quién es periodista con la intención de restringir el acceso a la profesión o regular la colegiación obligatoria, es ilegítimo. Si por el contrario, es definido por otras razones, puede ser legítimo, por ejemplo para acreditar que una persona labora para un cierto medio. 
2. Se debe tener presente que la  intención de promover esta discusión es establecer una serie de disposiciones y las más acordes para proteger a quienes han sufrido o pueden sufrir ataques que tienen por objeto silenciarles, esto es que atenten contra la libertad de expresión. Las personas más identificables tanto por el agresor como por las autoridades y la sociedad en su conjunto son las y los periodistas en virtud de que hacen del periodismo su quehacer. Sin embargo, personas involucradas en procesos de la comunicación también han sido y pueden ser víctimas de ataques. Me refiero a propietarios de medios, distribuidores, editores, reporteros, fotógrafos, camarógrafos, voceros, medios independientes, entre otros, que no deben quedar desprotegidos ante una legislación que pretende salvaguardar la libertad de prensa. 
3. En cuanto al análisis de los efectos de definir quién es periodista, se debe tener presente que la regulación que tiene por objeto brindar una protección especial será marco de referencia para otros ámbitos, por ejemplo, el laboral. 

Algunos de los factores a evaluar en la búsqueda de una definición de periodista con miras a establecer una protección efectiva sobre las violaciones a la libertad de expresión son los siguientes:

· Generalmente se impone el elemento o factor financiero tanto para medios como para las personas que son reconocidas como periodistas, lo que deja afuera en principio a blogueros y por ejemplo en el caso de México, bajo la normatividad vigente en materia de radio y televisión, a las y los periodistas de radios comunitarias.

· Habrán de considerarse las nuevas tecnologías, medios independientes, blogs, foros de discusión, radios indígenas y comunitarias y universitarias. 
· Definir al periodismo como una acción y no un estatus laboral o profesión. No puede definirse a un periodista basados en una profesión o grado académico, como lo hace la legislación de Chile que establece: son periodistas quienes estén en posesión del respectivo título universitario…
· Asegurarse de considerar a personas nacionales y extranjeras bajo esta protección. 
· Contemplar a las personas que ejerzan la labor periodística de manera regular o esporádica, de manera remunerada o no, pero que haya intervenido en procesos de comunicación o información.  

· Que las disposiciones sean tales que protejan a las personas por causa de opiniones o ideas que deseen publicar o que hayan publicado a través de un medio de comunicación. 

Sobre la base de los elementos antes expuestos y a fin de presentar a la mesa una definición para efectos de protección a periodistas podemos establecer que:
PERIODISTA es aquella persona, nacional o extranjera, que dedica parte de su tiempo a comunicar ya sea como profesión, empleado o de manera independiente, de un medio masivo o local, al igual que de un medio comercial, comunitario o alternativo sin que forzosamente reciba una remuneración por esta labor.

Finalmente, me gustaría llamar la atención sobre el hecho de lo que ha detonado este debate. La discusión sobre la pertinencia o no de legislar sobre el término periodista deviene del hecho de que hemos encontrado ciertos criterios restrictivos que han descalificado la función de algunas de las personas que ejercen la labor periodística cuando éstas han sido atacadas.
Los ataques de los que ARTICLE 19 tiene conocimiento y que aborda en este foro son llevados a cabo contra aquellas personas que ejercen el periodismo o están involucrados en el circuito de la información y cuando ésta tiene como motivo precisamente atentar contra la libertad de expresión. 
Los mandatos especiales sobre libertad de expresión han descrito los ataques a la libertad de expresión como “censura por homicidio” en tanto que la finalidad de estos ataques tiene como objetivo final callar al individuo sujeto del ataque, pero también mandar un mensaje a quien sea que denuncie sobre cuestiones que implican riesgo, con el propósito de sembrar pánico en el debate público. 
En este contexto, la persona o sujeto atacada no lo es por el hecho de ser reconocido como periodista miembro de un determinado grupo social o por contar con una formación o profesión, sino por la información, ideas u opiniones divulgadas o por divulgar, esto es, por el hecho de ejercer su libertad de expresión. 
Entonces, “la protección especial” de la que hablamos dentro del análisis de la federalización tiene como objetivo la protección al ejercicio de la libertad de expresión, no a un sujeto o sujetos identificados o identificables definidos a partir de su profesión o labor. Lo que precisamente se intenta es proteger el ejercicio de esta labor, es decir el derecho de expresarse, sea quien sea el sujeto. 
Por ello se sugiere un cambio de perspectiva: del sujeto de la protección al bien jurídico tutelado. Es fundamental un cambio de perspectiva del problema de fondo. Los ataques a periodistas tienen una intención que es silenciar o violentar la opinión de éstos. Por lo tanto lo que se debe de cambiar es la perspectiva y proteger no a los periodistas sino el ejercicio de la libertad de expresión y de información. 
Así, podemos entender que una violación a libertad de expresión de quienes ejercen la libertad de prensa es toda agresión física, psicológica o de cualquier otra índole, sin importar su origen, en contra de una persona debido a las opiniones o información que ha publicado o planea publicar en un medio de comunicación. 
Por lo tanto, centro la atención en la necesidad de amparar a toda persona involucrada en el circuito de la información que con motivo del ejercicio de su labor haya visto violado su derecho a la libertad de expresión. 
Gracias
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